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I. INTRODUCCION

Recientemente el Consejo de Estado ha tenido ocasién de abor-
dar una cuestién que provoca normalmente controversias entre la
Administracién y el contratista: la relativa a quién estd obligado
a ingresar el importe de la tasa devengada por la expedicién de la
licencia municipal de obras. Me refiero al dictamen de 12 de no-
viembre de 1987, recaido en el expediente namero 51233, cuyo con-
tenido sustancial se expondra mas adelante.

II. SOLICITUD DE LA LICENCIA DE OBRAS

La realizaciéon de los actos de edificacion y uso del suelo enu-
merados en el articulo 178 de la vigente Ley del Suelo, estan su-
jetos a previa licencia, la licencia municipal de obras.

Esta constituye una autorizacién cuya finalidad consite en com-
probar que el proyecto se adecua al planeamiento urbanistico vi-
gente.

De acuerdo con el articulo 180 de la Ley del Suelo, también es-
tan sujetos a licencia de obras los actos enumerados en el articu-
lo 178 que se promuevan por é6rganos del Estado o Entidades de
Derecho Publico que administren bienes estatales.

Pues bien, por lo que ahora interesa debe sefialarse que la regu-
lacién contenida en el articulo 9 del Reglamento de Servicios de
las Corporaciones Locales, nada dice sobre quién esta legitimado
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para solicitar la licencia de obras; lo cierto es, no obstante, que la
licencia se dirige a fiscalizar actividades que comportan actos de
edificacién y uso del suelo, por lo que, en principio, estaran ple-
namente legitimados para solicitarla los propietarios del suelo o
aquellos que tengan un derecho real suficiente sobre el mismo para
llevar a cabo la actividad de que se trate.

Sin embargo, la previsién contenida en el articulo 12 del Regla-
mento de Servicios ha permitido concebir de una manera mas am-
plia la legitimacién para instar su otorgamiento (1). El citado pre-
cepto establece que «las autorizaciones y licencias se entenderan

.otorgadas salvo el derecho de propiedad y sin perjuicio del de
terceros», lo que constituye una clausula de salvaguardia para evi-
tar posibles reclamaciones dirigidas contra las Corporaciones Lo-
cales por terceros con mejor derecho como consecuencia del otor-
gamiento de licencias.

Como ha senalado el Tribunal Supremo, entre otras, en su Sen-
tencia de 7 de noviembre de 1985, la licencia «se concede sin per-
juicio del derecho de propiedad y del de terceros, por lo que aun
dado el permiso municipal, y de pertenecer efectivamente al domi-
nio publico del Estado la parcela del apelante, no se perjudica ese
derecho ni se impide a su titular, el Estado, que ejecute las accio-
nes conducentes a su restitucién si se le hubiera desposeido de la
parcela en virtud de las obras iniciadas en la misma a consecuen-
cia de la licencia».

La licencia de obras constituye una autorizacién que se otorga
previa comprobacién de que la obra proyectada se ajusta a la pla-
nificaciéon urbanistica. Su finalidad no es, por tanto, la de solven-
tar posibles controversias sobre la propiedad surgidas entre parti-
culares; en otras palabras, no es exigible a la Corporacién Local
un examen exhaustivo o infalible de los titulos aducidos por el so-
licitante de la licencia. De ahi que el Reglamento de Servicios pre-
vea en su articulo 10 que los actos de las Corporaciones Locales
por los que se intervenga la acciéon de lo administrados, surtiran
efectos entre las Corporaciones y el sujeto a cuya actividad se re-
fiera, pero no alteraran las situaciones juridicas privadas entre éste
y las demas personas.

Ello permite que las licencias se otorguen por las Corporacio-

(1) Véase Adolfo CARRETERO PEREZ, Actos administrativos de intervencién urba-
nistica sobre la propiedad, «Revista de Derecho Urbanistico», nim. 27, pags. 66 y ss.;
Jesus GONZALEZ PEREz, Comentarios a la Ley del Suelo, Civitas, 1976, pag. 919.
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nes Locales con mayor grado de relajacion, sin exigir en términos
generales la previa comprobacion de que el solicitante es titular
del derecho de propiedad o de otro derecho real suficiente sobre
el terreno; serd bastante la acreditacién del interés del solicitante
en las obras que pretendan realizarse, excepto, a mi juicio, cuando
sea flagrante la no disponibilidad de los terrenos por aquél.

Es significativa en este sentido la Sentencia del Tribunal Supre-
mo de 19 de mayo de 1982, al afirmar que el articulo 9 del Regla-
mento de Servicios no exige la justificacién por el solicitante de la
propiedad del terreno en que va a efectuar la edificacién, ya que
tal cuestién es completamente ajena a la materia propia de las li-
cencias de obras y escapa de la competencia atribuida a las Cor-
poraciones Locales, toda vez que su discernimiento corresponde a
la jurisdiccién ordinaria, siendo, en todo caso, las discrepancias
que sobre este particular puedan surgir de la competencia exclusiva
de los Tribunales ordinarios.

Cuestion distinta es la de quién debe solicitar la licencia, as-
pecto éste especialmente relevante en los contratos administrativos
de obra.

Es preciso distinguir entre quién debe solicitar la licencia y
quién estd obligado a ingresar la tasa por su expedicion. Refirién-
donos ahora a la primera cuestion, cabe sefialar que no esta expre-
samente resuelta en la legislacién sobre contratos. Hay una pre-
visién explicita en el articulo 63 del Reglamento General de Con-
tratacion del Estado respecto a los documentos que deberan inte-
grar todo proyecto cuyo presupuesto sea superior a 10 millones y
se refiera a obras de primer establecimiento, de reforma o de gran
reparacion. Segun reza el citado precepto, el proyecto estara inte-
grado por todos «los documentos que sean necesarios para promo-
ver las autorizaciones o concesiones administrativas que sean pre-
vias a la ejecucién». La licencia de obras constituye una autoriza-
cién y ademas es previa a la ejecucion; podria entenderse en este
sentido que la Administracién contratante tinicamente esta obliga-
da a incluir en el expediente de contratacién todos los documentos
precisos para la obtencién de la licencia, siendo, en cambio, el con-
tratista quien efectivamente debe solicitarla. Sin embargo, a mi
juicio, esto no es asi.

La licencia puede solicitarse con anterioridad o con posteriori-
dad a la adjudicacién del contrato; la situacién varia sustancial-
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mente en uno u otro caso, especialmente, segin veremos, respecto
al obligado al ingreso de la tasa devengada por su obtencién.

No se plantea problema alguno si la licencia se solicita con an-
terioridad a la adjudicacién del contrato, pues en tal caso habra
sido la Administracion la que habra instado su expedicion, ya que
en dicho momento no existia contratista al no haberse perfeccio-
nado aun el contrato. .

La cuestién se complica cuando el contrato se adjudica defini-
tivamente y aun no se ha solicitado la licencia. En tal caso habra
dos sujetos interesados en la obra: la Administracidn y el contra-
tista. Y aun cuando no es habitual, en alguna ocasién se ha llegado
a producir un verdadero conflicto negativo entre las partes con-
tratantes respecto a quién estaba obligado a instar su expedicion.

En realidad es el duefio de la obra (la Administracién) quien
debe solicitar la expedicion de la licencia. El articulo 180 de la
Ley del Suelo somete a licencia los actos relacionados en el articu-
lo 178 cuando se promueven por la Administracion del Estado. En
los contratos administrativos, es la Administracién la que promue-
ve la ejecucién de la obra, aunque no la lleve a cabo directamente,
sino a través de un contratista. Es a ella a quien corresponde
—como duefia de la obra— tener la disposicién sobre el suelo para
hacer posible la ejecucion de la obra.

En la practica asi ocurre: o bien la licencia ya se ha obtenido
previamente a la adjudicacién, o bien se solicita con posterioridad
por la propia Administracién, salvo que expresamente se pacte que
sea el contratista el que efectivamente la solicite por cuenta de
aquélla.

No puede desconocerse, por otro lado, que la solicitud de la
licencia con posterioridad a la perfeccion del contrato, provocara
normalmente, bien que la ejecuciéon de las obras se inicie sin li-
cencia (lo que seria contrario a Derecho), bien que se acuerde for-
malmente la suspensién de su iniciacién.

Efectivamente, el articulo 120 del Reglamento General de Con-
tratacion del Estado prevé que el contrato se formalizard dentro
de los treinta dias siguientes a la aprobacion de la adjudicacién
definitiva. A su vez, el articulo 127 del mismo texto legal establece
que la aprobacién del replanteo se efectuara dentro del plazo que
se consigne en el contrato, que no podra ser superior a un mes
desde la fecha de su formalizacién.

Tomando en consideracién estos plazos y para no tener que sus-
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pender la iniciacion de las obras, la licencia deberia obtenerse, en
el mejor de los casos, en el plazo maximo de dos meses (en reali-
dad, treinta dias mas un mes). Si a ello se afiade que normalmente
no se agotan dichos plazos (es muy comun, por ejemplo, fijar en
el contrato el plazo de diez dias para la realizacién de la compro-
bacién del replanteo), dificilmente podra obtenerse la licencia den-
tro de dicho periodo de tiempo, maxime si se tiene en cuenta la
lentitud de la Administracion.

Esta situacion se evitaria si las licencias se obtuviesen, como
de hecho ocurre en muchas ocasiones, con anterioridad a la adju-
dicacién del contrato. Con ello se solventaria ademads la cuestion
relativa a quién es el obligado al pago de la tasa devengada por su
expedicién, y se tendria la certeza, con anterioridad a la adjudica-
cion misma, de que el proyecto es acorde con el planeamiento ur-
banistico.

ITI. LA LICENCIA DE OBRAS Y LA COMPROBACION DEL REPLANTEO

La Administracién debe solicitar la licencia de obras, lo que,
sin embargo, no excluye que el contratista tenga que cerciorarse
previamente a la iniciacién de las obras que efectivamente la licen-
cia ha sido expedida por la Corporacién Local competente. Su omi-
sion debera hacerla constar formalmente en el momento en que
se levante acta de comprobacién de replanteo.

En efecto, la comprobacién del replanteo es una actividad sus-
tancialmente técnica dirigida a confirmar la idoneidad y viabili-
dad del proyecto (2). Ello no significa que tenga un caracter exclu-
sivamente técnico, pues es el momento idéneo para contrastar la
documentacién del proyecto con el replanteo realizado, examinar
la posesién y disposicion real de los terrenos y «cualquier punto
que pueda afectar al cumplimiento del contrato» (art. 24 del Plie-
go de Clausulas Administrativas Generales para la contratacién de
obras del Estado, aprobado por Decreto de 31 de diciembre de
1970).

Esta amplitud con que es concebida la comprobacién del re-
planteo, hace que sea el momento adecuado, al menos formalmen-

(2) Respecto a la comprobacién del replanteo, véase Rafael JURISTO SANCHEZ, La
ejecucion del contrato de obra publica, pags. 56 y ss., y en Aspectos furidicos del re-
planteo, ejecucion y entrega de las obras publicas, ASEFMA, 1986.
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te, para que el contratista alegue la inexistencia de la preceptiva
licencia y, por ello, la imposibilidad de iniciar la ejecucién de las
obras (3).

La ausencia de licencia de obras en la fecha de la comprobacién
del replanteo, momento en el que se inicia propiamente la ejecu-
cién del contrato y a partir del cual comienza a correr el plazo
de ejecucion, debe comportar necesariamente la suspensién de la
iniciacion de las obras, lo que podra dar lugar, en su caso, al ejer-
cicio por parte del contratista de las facultades que le reconocen
los apartados e) y f) del articulo 127 del Reglamento General de
Contratacion del Estado. Superada la causa impeditiva, es decir,
obtenida la licencia de obras, debera acordarse el inicio de la eje-
cucién.

En ocasiones la Administracién pretende utilizar la comproba-
cién del replanteo —o mas bien su omision— como medio para im-
pedir la iniciacién de las obras sin licencia. La Administracién se
niega a convocar para la realizacion de la comprobacion del re-
planteo con el pretexto de que no hay licencia y que la iniciacién
de las obras sin aquélla comportaria su ilegalidad.

Es cierto que la comprobacién del replanteo constituye un tra-
mite necesario, previo e inmediato a la iniciacién de las obras y

3) En mi opinién, no es acertada la solucién a la que llega la Sentencia del
Tribunal Supremo de 31 de enero de 1984, pues desliga absolutamente la licencia de
obras y el acta de comprobacién del replanteo. Afirma la citada Sentencia que el
replanteo (se¢ refiere a la comprobacion dcl replantco) es un acto dirigido a com-
probar la posesion y disposicion real de los terrenos, su idoneidad y la viabilidad
del proyecto, lo que «hace obligado declarar que las reservas hechas por el contra-
tista a los fines indicados ticnen neccsariamente que desenvolverse dentro de ese
ambito material y técnico al que vienc limitado ¢l replanteo, careciendo por tanto
de virtualidad y eficacia alguna todas aquellas otras de naturaleza juridica que tras-
ciendan de la posesion y disponibilidad material de los terrenos, tal y como ocurre
con la falta de licencia municipal y las incidencias que pucdan derivarse de ella,
pues tal cuestién atafne unicamente al duefio de-la obra y al Ayuntamiento y no en-
trana obstdculo material alguno a la iniciacion de las obras por el contratista, mien-
tras no reciba orden municipal de suspension...».

La solucién a la que llega la Sentencia no es acertada por las siguientes razones:

12 El acta de comprobacién de replantco (distinto del replanteo previo) no tiene
caracter exclusivamente técnico, como se ha expuesto.

22 En todo caso, la licencia municipal de obras repercute sobre la «viabilidad»
del proyecto, pues al fin v al cabo constituye la verificaciéon previa de que éste se
adecua al planeamiento urbanistico.

32 No es admisible pretender legitimar la iniciacién de las obras sin licencia
por parte del contratista «mientras no reciba orden municipal de suspensién». Ello
equivaldria a alentar al incumplimiento de los articulos 178 y 180 de la Ley del
Suelo, que exigen que la licencia sca «previa». La suspension de los actos de edifi-
cacién o uso del suelo iniciados sin licencia constituye un remedio a un previo in-
cumplimiento de las normas, v no la via correcta y normal de actuar.
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que, efectivamente, su no realizaciéon (excepcién hecha de la en
ocasiones admitida comprobacion tacita del replanteo) impide dar
comienzo a las mismas. Sin embargo, no es ésta la forma correcta
de actuar ante la ausencia de licencia de obras. En efecto, tal au-
sencia no puede servir de justificacion para no realizar la compro-
bacion del replanteo dentro del plazo pactado. La suspensién de
la iniciaciéon de las obras deberd producirse precisamente en el
seno de la propia comprobacién del replanteo, como se ha expues-
to, tras ponerse de manifiesto la ausencia de la citada licencia.

Aun cuando ambas formas de proceder tienen como resultado
la imposibilidad de iniciar las obras, el efecto juridico derivado
de una u otra forma de actuar es sustancialmente distinto.

Ante la negativa de la Administracién a convocar para la reali-
zacién de la comprobacién del replanteo, al contratista no le que-
da otra opcién que ejercitar el derecho que le reconoce el articu-
lo 127, apartado C), del Reglamento General de Contratacién del
Estado, dentro de los plazos previstos al efecto. En cambio, si la
suspension de la iniciacion de las obras se ha acordado formal-
mente en el tramite de comprobaciéon del replanteo, el contratista
podra ejercitar el derecho previsto en el articulo 127, apartado E)
y. en su caso, en el apartado F), del mismo texto legal. El conte-
nido en uno y otro caso es distinto.

En sintesis, la Administracién no puede convocar para la rea-
lizacién de la comprobacion del replanteo o dejar de hacerlo a su
libre voluntad, aun cuando pretenda justificar su decisién por la
ausencia de la licencia de obras. Esta no es la forma correcta y le-
gal de proceder para suspender la iniciacién de las obras.

IV. RESPONSABILIDAD DERIVADA DE LA AUSENCIA DE LICENCIA DE OBRAS

Como se ha dicho, la ausencia de licencia debe comportar la
suspensién de la iniciaciéon de las obras, siendo el momento idéneo
para acordar dicha suspension el del levantamiento del acta de
comprobacién de replanteo. Ello permitira al contratista, en su
caso, ejercitar las facultades que le reconocen los apartados E) y F)
del articulo 127 del Reglamento General de Contratacién. Este plan-
teamiento, sin embargo, podria verse matizado por una reciente
Sentencia del Tribunal Supremo en la que se trata sobre cudl es
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el efecto derivado de la ausencia de licencia de obras en orden a
determinar a quién es imputable tal ausencia, y, por ello, por culpa
de quién se resuelve el contrato administrativo.

Me refiero a la Sentencia de 19 de noviembre de 1986, aunque,
como se vera, en mi opinién llega a una solucién desacertada.

Los hechos acaecieron de la siguiente manera: De acuerdo con
el pliego de clausulas administrativas, el contratista se habia obli-
gado a «gestionar» la correspondiente licencia de obras, lo que
efectivamente hizo sin obtener resultado positivo. Ante tal situa-
cién y dado que se habia acordado en la comprobacién del replan-
teo la suspensién de la iniciacion de las obras por no existir licen-
cia, el contratista, transcurrido un tiempo, dirigié un escrito a la
Administracion contratante manifestando expresamente su volun-
tad de dar por resuelto el contrato invocando el apartado E) del
articulo 127 del Reglamento General de Contratacién y haciendo
uso de la facultad concedida en el apartado F) del mismo precepto
legal. La reacciéon de la Administracién fue la de acordar la reso-
lucién del contrato por culpa del contratista.

Interpuesto recurso contencioso-administrativo, la Audiencia Na-
cional anulé la resolucién impugnada, declarando procedente la re-
solucién del contrato por causa imputable a la Administracién con-
tratante, e indemnizando al contratista en el 3 por 100 del precio
de la adjudicacién mas el interés legal correspondiente de dicha
suma. ‘

Interpuesto posteriormente recurso de apelacién, el Tribunal Su-
premo declara improcedente «atribuir la resolucién por causa
imputable a alguno de los contratantes y, por lo tanto, improce-
dente la adopciéon de medidas e imposicién de responsabilidades
dispuestas, respectivamente, en el acuerdo recurrido y en la Sen-
tencia apelada».

El Tribunal Supremo fundamenta su decisién en el hecho de
que «Ja propia Sociedad demandante asumié la obligacién de ges-
tionar dicha licencia, de modo expreso e inequivoco en todo su
alcance, en el contrato que suscribié y que éste constituye la ley
primordial entre los contratantes; y que estas gestiones las realizo
sin resultado positivo, hasta el momento en que formulé el escrito
de 20 de junio de 1981, pretendiendo la resolucién del contrato.
Mas tal resultado negativo, racionalmente, ni le es imputable a su
conducta, ni tampoco a la de la Administracién, sino a causa ajena
a la voluntad de ambas, pues no hay que olvidar la circunstancia
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trascendente que aqui ocurre, de que el Organismo encargado de
la tramitacién y decisién de la licencia de que se trata, no se ha-
llaba bajo el control y dependencia del que otorgé el contrato de
obra, por lo que no siendo ninguno de lo contratantes responsable
causal de la demora en el otorgamiento de tal licencia y, por lo
tanto, del impedimiento para el inicio de las obras, no puede apli-
carse correctamente la norma precitada de la letra F) del articu-
lo 127 del Reglamento General de Contratacién...».

En mi opinién, la solucién a la que llega la Sentencia no es acer-
tada. Efectivamente, debe observarse que pone especial énfasis en
la obligacién asumida por el contratista de gestionar la licencia
municipal de obras. Sin embargo, en modo alguno puede confun-
dirse la mera gestién con la responsabilidad derivada de la inade-
cuacién del proyecto al planeamiento urbanistico, la inexistencia
de la documentacién precisa para la obtencién de la licencia, o
simplemente la responsabilidad derivada del retraso en su expe-
dicién.

En efecto, el responsable ultimo de la necesaria obtencién de
la licencia es la Administracién contratante, y cuando se pacta que
sea el contratista el que efectivamente la solicite, su obligacién se
cifie a la mera gestion, abarcando, por tanto, su responsabilidad
exclusivamente a su actuacién como tal gestor.

La inexistencia de la documentacién precisa o la inadecuacién
al planeamiento urbanistico del proyecto elaborado por la Admi-
nistracion, es enteramente reponsabilidad de ésta, y en modo algu-
no del contratista, aunque, como es el caso, éste se viera obligado
a gestionar la licencia; la Administracién contratante es responsa-
ble de que el proyecto por ella realizado sea viable.

Si la negativa de la Corporaciéon Local a expedir la licencia de
obras tiene su origen en la inadecuacién del proyecto al planea-
miento urbanistico, habra ejercitado correctamente sus funciones
y no le seran imputables a la Corporacién Local los perjuicios
derivados de la imposibilidad de acordar la iniciacién de las
obras. Cuestion distinta es que la no obtencién de la licencia
sea consecuencia de una actuacién negligente de la Corporacién
Local; en tal caso, la Administracién contratante podra actuar con-
tra ésta por todos los perjuicios que le hubieren sido irrogados
como consecuencia de tal actuacidén negligente. Sin embargo, a mi
juicio, el contratista mantendra incluso en este ultimo supuesto
la posibilidad de ejercitar las facultades que le confieren los apar-
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tados E) y F) del articulo 127 del Reglariento General de Contra-
tacién, contrariamente a la cpinion contenida en la Sentencia del
Tribunal Supremo comentada.

En definitiva, en ningan caso el contratista esta obligado ilimi-
tadamente en el tiempo a scportar los efectos derivados de la ac-
tuacion negligente de una u otra Administracién (la contratante
o la municipal), y, en cambio, tendra derecho a ser resarcido por
los perjuicios que sufra en los términos previstos en ¢l aparta-
do E) del articulo 127 del Reglamento General de Contratacién, asf
como, en su caso, a instar la resoluciéon del contrato de acuerdo
con lo previsto en el apartado F) del mismo precepto. Ello es in-
dependiente de las repeticiones interadministrativas que puedan
producirse entre las distintas Administraciones intervinientes.

En todo caso, como se dijo anteriormente, estas situaciones se
evitarian si las licencias se obtuviesen, como de hecho ocurre en
muchas ocasiones, con anterioridad a la adjudicacién misma del
contrato.

V. EL PAGO DE LA LICENCIA DE OBRAS

— En la practica, la determinacién de quién esta obligado al in-
greso del importe de la tasa por la expedicion de la licencia da
lugar a numerosas controversias entre la Administracién y el con-
tratista. Por supuesto, para que estas controversias surjan, es pre-
ciso que el contrato se haya perfeccionado y estén ya delimitadas
ambas partes contratantes.

Si la licencia se hubiera obtenido con anterioridad, no surgira
ya el problema de quién deba pagarla, pues sera la Administracién
la que efectivamente habra ingresado su importe en las Arcas Mu-
nicipales.

El problema aparece realmente cuando la licencia se obtiene
con posterioridad a la perfeccion del contrato, momento en ei que
ya esta concretado quién es el contratista.

No es infrecuente observar cémo los contratistas se niegan al
pago de la tasa con el argumento de que tal obligacién no esta
expresamente prevista en el Pliego de Clausulas Administrativas
Particulares, llegando inciuso en ocasiones a convencer a la pro-
pia Administracién contratante,
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— Es interesante en este sentido exponer la solucién dada por el
Consejo de Estado a un asunto en el que se planteaba esta cuestion
(dictamen num. 51233, de 12 de noviembre de 1987).

Los hechos acaecieron de la siguiente manera: Adjudicadas las
obras de reforma y acondicionamiento de un edificio a la Empre-
sa X, en 25 de julio de 1986 se suscribio el contrato, en el que ex-
presamente se preveia que el acta de comprobacion de replanteo
tendria lugar en el plazo de diez dias, contados desde la fecha del
contrato. Transcurrido cierto tiempo, la empresa contratista requi-
ri6 a la Administracion con el fin de que convocase para la realiza-
ciéon de la comprobacion del replanteo, si bien no ejercité poste-
riormente el derecho que le reconocia el articulo 127, apartado C),
del Reglamento General de Contratacién del Estado. La Adminis-
tracién se negaba a convocar por no existir licencia de obras, lo
que a su juicio comportaria la ilegalidad de las obras que se rea-
lizasen. Tras solicitar la Administracién la oportuna licencia de
obras del Ayuntamiento competente, notificé a la empresa la liqui-
dacion de la tasa correspondiente para que procediera a su efec-
tivo pago, a lo que ésta se negé argumentando que en e] pliego de
clausulas administrativas particulares no se contemplaba dicha
obligacién. Ante tal situacion, la Administracién contratante inicio
la tramitacién del pago de la licencia de obras, expediente que fue
reparado por la Intervenciéon Delegada. Entretanto, la Empresa X
requiri6 nuevamente a la Administracién contratante para que
procediera a efectuar la comprobacién del replanteo de las obras,
y posteriormente ejercité el derecho que le reconocia el articu-
lo 127, apartado C), del Reglamento General de Contratacién del
Estado, solicitando que se tuviese por resuelto el contrato admi-
nistrativo, con devolucién de la fianza definitiva y que se le indem-
nizase con la cantidad del 2 por 100 sobre el precio de adjudica-
cién. La propuesta de resolucion era favorable a_la solicitud for-
mulada por la Empresa X.

El Consejo de Estado, tras indicar que la Empresa X efectiva-
mente requirié a la Administraciéon para que se efectuase la com-
probacién del replanteo de las obras y que ello se hizo dentro de
los plazos legalmente previstos, estimé preciso analizar previamen-
te las causas impeditivas del desarrollo normal de la comproba-
cién del replanteo. Sefialé que, aun cuando en un primer momento
y ante la negativa de la Administracién a convocar para la compro-
bacion del replanteo, el contratista requirié a ésta, no ejercité pos-
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teriormente, sin embargo, el derecho que le reconocia el articu-
lo 127, apartado C), del Reglamento General de Contratacién. El
problema se plante6 mas tarde una vez formalizada la discrepan-
cia respecto a qui€n era el obligado al pago de la licencia de obras.

Indico el Consejo de Estado que el Real Decreto 3250/1976, de
30 de diciembre, sobre ingresos de las Corporaciones Locales, pre-
veia ya en su articulo 10, apartado 5, que en las licencias urbanis-
ticas exigidas por el articulo 178 de la Ley del Suelo, serian susti-
tutos del contribuyente los constructores y contratistas de obras,
disposicién actualmente recogida en el articulo 203, apartado 5, del
vigente Texto Refundido en materia de Régimen Local, aprobado
por Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril. El contra-
tista esta, por tanto, obligado al pago de la licencia de obras como
sujeto pasivo en concepto de sustituto del contribuyente.

El sustituto del contribuyente, cuya definicién esta contenida en
el articulo 32 de la Ley General Tributaria, es el sujeto pasivo que,
por imposicién de la Ley, y en lugar del contribuyente, esta obligado
a cumplir las prestaciones materiales y formales de la obligacion
tributaria; normalmente detraera del contribuyente las cantidades
que él deba efectivamente ingresar por el tributo de que se trate.

El contratista esta obligado a ingresar las cantidades corres-
pondientes a la licencia de obras en su condicién de sustituto del
contribuyente, que es el duefio de la obra. Aquél ya habra detraido
del duefio de la obra (Administracién contratante) las cantidades
correspondientes a la licencia de obras mediante el aumento de los
porcentajes previstos en el articulo 68, apartado a), del Reglamen-
to General de Contratacién. Efectivamente, este ultimo precepto
prevé un porcentaje de aumento sobre el presupuesto en concepto
«de gastos generales de la Empresa, gastos financieros (IVA ex-
cluido), tasas de la Administracién legalmente establecidas, que
incidan sobre el costo de las obras y demas derivados de las obli-
gaciones del contrato». El porcentaje oscila actualmente entre el
13 y el 17 por 100 e incluye, entre otros, la «tasas de la Adminis-
tracién legalmente establecidas», no pudiendo desconocerse —indi-
ca e] Consejo de Estado— que el otorgamiento de licencias urba-
nisticas exigidas por el articulo 178 de la Ley del Suelo, comporte
el pago de tasas por «prestaciones de servicios y realizacién de ac-
tividades», de acuerdo con lo previsto en el articulo 212, aparta-
do 8, del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril.

De ahi que pueda decirse que el contratista ya ha detraido de
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la Administracién contratante la cantidad correspondiente a la li-
cencia de obras al fijarse el porcentaje previsto en el articulo 68,
apartado a), del Reglamento General de Contratacién.

El argumento base que sirvié de soporte a la negativa del con-
tratista a realizar el ingreso por la licencia de obras es asi, pues,
expresamente rechazado por el Consejo de Estado, al afirmar que
en modo alguno es admisible una solucién contraria argumentando
que en el Pliego de Clausulas Administrativas particulares no se
previa expresamente que el contratista tuviera que pagar la li-
cencia de obras, pues no cabe desconocer que dicha previsiéon es
innecesaria cuando es la propia Ley la que establece quién es el
obligado a realizar el efectivo ingreso de la tasa.

Afirmé el Alto Organismo Consultivo que, independientemente
de que la Administracién debié convocar para la realizacién de la
comprobacion del replanteo dentro del plazo previsto y de que, en
su caso, debié suspender la iniciaciéon de las obras ante la ausen-
cia de licencia, lo cierto es que el contratista efectivamente ejer-
cité el derecho reconocido en el articulo 127, apartado C), del Re-
glamento General de Contratacién cuando ya estaba formalizada
la discrepancia respecto a quién era el obligado al pago de la licen-
cia. No puede desconocerse que el propio contratista se negé a
pagar la licencia a pesar de estar obligado a ello. En efecto, una
vez liquidada la correspondiente tasa por el Ayuntamiento compe-
tente, se le dio traslado de la misma al contratista para que proce-
diera a su ingreso, negandoe éste por estimar que no estaba obli-
gado a ello. Y unicamente tras su negativa, la Administracién con-
tratante pretendié pagarla ella misma, sin que asi lo hiciera ante
el reparo opuesto por la Intervencién Delegada.

En tales circunstancias —entiende el Consejo— no seria con-
gruente declarar la responsabilidad de la Administracion contra-
tante a los efectos previstos en el articulo 127, apartado C), del
Reglamento General de Contratacién, cuando, con mayor o menor
justificacion, la demora en la comprobacién del replanteo ha sido
consecuencia del incumplimiento de una obligacién por parte del
contratista.

Por ultimo, el Consejo de Estado modera los efectos que se de-
rivarian de una aplicacién rigida de la legislacién sobre contratos,
en plena congruencia con la moderacion de que ha hecho aplica-
cién en numerosas ocasiones el Tribunal Supremo, consciente de
la disociacién que a veces se produce entre la realidad en la
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ejecucién de un contrato y el formalismo legal. Y en este sentido,
el Consejo de Estado entiende que no procede indemnizacién alguna
en favor del contratista, puesto que finalmente la demora en la
realizaciéon de la comprobacién del replanteo fue consecuencia del
incumplimiento de su obligaciéon de pago de la licencia de obras.
Pero, por otro lado, tampoco cabria imputar tal retraso al contra-
tista de tal forma que pudieran exigirsele los dafios y perjuicios
que se hubieran ocasionado; no puede desconocerse que la Admi-
nistraciéon contratante, ademas de no convocar para la realizacién
de la comprobacion del replanteo dentro del plazo previsto en las
clausulas del contrato, creé un clima favorable a la creencia por
parte del contratista de que la obligacién de pago de la tasa corres-
pondia a la propia Administracién contratante, y buena prueba de
ello son los términos en que venia formulada la propuesta de re-
solucién, asi como la opinién vertida por los dérganos preinfor-
mantes. Es mas, la propia Administraciéon contratante inicié el
expediente de pago de la tasa, que no llegd a buen término exclu-
sivamente por el reparo opuesto por la Intervencién Delegada.

Concluye el Consejo de Estado que, o bien se mantiene el con-
trato mediante la oportuna modificacién del plazo de ejecucion,
previo pago por el contratista de la licencia de obras, o bien, si
las circunstancias han cambiado y el proyecto ya no satisface las
necesidades actuales, procederia la resolucién del contrato sin pér-
dida de la fianza y sin indemnizacién en favor de ninguno de los
reclamantes.

— Se obtienen, por tanto, las siguientes conclusiones:

a) Que en los contratos administrativos de obras, el contratis-
ta es sustituto del contribuyente (Administracién contratante), y
como tal estd obligado al ingreso efectivo de la tasa correspon-
diente por la expediciéon de la licencia de obras.

Para ello, sera preciso que previamente se le haya notificado
la oportuna liquidacién, pues no puede pretenderse que el contratis-
ta pague la citada deuda tributaria sin que previamente la conozca;
asi se expresé el Consejo de Estado en su dictamen num. 50922,
de 17 de septiembre de 1987, al sefalar que la Administracion
contratante debe notificar al contratista la liquidacidén efectuada
por la Corporacién Local (si ésta no se la ha notificado directa-
mente), pues a nadie le es exigible el pago de una deuda tribu-
taria sin su previa liquidacién y notificacion. Por supuesto, en
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el caso de que la notificacién hecha por la Administracién con-
tratante sea tardia, el costo del recarge de apremio le seria im-
putable a ella y en modo alguno al contratista.

b) Que el importe de la tasa que comporta la expedicién de
la licencia de obras esta incluido dentro de los porcentajes de
aumento que sobre el presupuesto de ejecuciéon prevé el articu-
lo 68, apartado a). El contratista, por tanto, no podrd repercutir
tal cantidad, tras realizar el efectivo ingreso en las Arcas Munici-
pales, sobre la Administracién contratante, puesto que un porcen-
taje del presupuesto ya va dirigido a sufragar dicho coste.

En definitiva, aunque el ingreso efectivo debe hacerlo el con-
tratista (sustituto), sera la Administracién contratante quien de-
bera, a la postre, soportar su importe (contribuyente).

¢) El Consejo de Estado en modo alguno justifica la actitud
de la Administracion contraria a la celebracién de la comproba-
cién del replanteo como consecuencia de la ausencia de la licencia
de obras.

Asi se desprende de sus consideraciones, y, especialmente, de
la equilibrada solucién final propuesta en la que influye decidida-
mente el incumplimiento de dicha obligaciéon por parte de la Ad-
ministracién.

— El Tribunal Supremo se ha pronunciado en algunas ocasiones
sobre quién es el obligado al pago de la licencia de obras, como,
por ejemplo, en la Sentencia de 19 de marzo de 1985. Ciertamente
se trataba de un supuesto mds claro que el resuelto por el Consejo
de Estado, habida cuenta de que en las clausulas administrativas
particulares se preveia expresamente que «el pago de los impues-
tos que se deriven del contrato y en general todos los impuestos,
contribuciones y arbitrios que graven a los contratistas o a la con-
trata, seran de cuenta del contratista.

Afirm¢ el Tribunal Supremo que las tasas por la expedicién de
la licencia municipal de obras estan a cargo de la Empresa «por-
que se derivan de los contratos y son gastos producidos e inheren-
tes a los mismos, siendo indiferente que se devenguen y exijan an-
tes de la iniciaciéon de las obras proyectadas y por lo tanto estin
incluidas en la obligacion de abong, impuesta en las repetidas clau-
sulas y porque ademéas lo impone la norma sobre sustitucién (De-
creto 3250/76, de 30 de diciembre, art. 10, num. 5)».

Coinciden, por tanto, 2] Tribunal Supremo y el Consejo de Es-
tado en la determinacion del sujeto obligado (en concepto de sus-
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tituto) a ingresar efectivamente la tasa devengada por la expedi-
cién de la licencia de obra, aunque, como se ha dicho, ni siquiera
seria precisa dicha previsién en el Pliego de Clausulas Administra-
tivas particulares para que el contratista se viera obligado a reali-
zar tal ingreso, como se deriva de la legislacién de Régimen Local
en relacién con el articulo 68, apartado a), del Reglamento Gene-
ral de Contratacién del Estado, pues un porcentaje del presupuesto
se dirige ya a sufragar dicho importe.



	Inicio
	Artículo siguiente
	Artículo anterior
	Ayuda
	1950-2003
	1950-1959
	1950
	Núm. 1. Enero-Abril
	Núm. 2. Mayo-Agosto
	Núm. 3. Septiembre-Diciembre

	1951
	Núm. 4. Enero-Abril
	Núm. 5. Mayo-Agosto
	Núm. 6. Septiembre-Diciembre

	1952
	Núm. 7. Enero-Abril
	Núm. 8. Mayo-Agosto
	Núm. 9. Septiembre-Diciembre

	1953
	Núm. 10. Enero-Abril
	Núm. 11. Mayo-Agosto
	Núm. 12. Septiembre-Diciembre

	1954
	Núm. 13. Enero-Abril
	Núm. 14. Mayo-Agosto
	Núm. 15. Septiembre-Diciembre

	1955
	Núm. 16. Enero-Abril
	Núm. 17. Mayo-Agosto
	Núm. 18. Septiembre-Diciembre

	1956
	Núm. 19. Enero-Abril
	Núm. 20. Mayo-Agosto
	Núm. 21. Septiembre-Diciembre

	1957
	Núm. 22. Enero-Abril
	Núm. 23. Mayo-Agosto
	Núm. 24. Septiembre-Diciembre

	1958
	Núm. 25. Enero-Abril
	Núm. 26. Mayo-Agosto
	Núm. 27. Septiembre-Diciembre

	1959
	Núm. 28. Enero-Abril
	Núm. 29. Mayo-Agosto
	Núm. 30. Septiembre-Diciembre


	1960-1969
	1960
	Núm. 31. Enero-Abril
	Núm. 32. Mayo-Agosto
	Núm. 33. Septiembre-Diciembre

	1961
	Núm. 34. Enero-Abril
	Núm. 35. Mayo-Agosto
	Núm. 36. Septiembre-Diciembre

	1962
	Núm. 37. Enero-Abril
	Núm. 38. Mayo-Agosto
	Núm. 39. Septiembre-Diciembre

	1963
	Núm. 40. Enero-Abril
	Núm. 41. Mayo-Agosto
	Núm. 42. Septiembre-Diciembre

	1964
	Núm. 43. Enero-Abril
	Núm. 44. Mayo-Agosto
	Núm. 45. Septiembre-Diciembre

	1965
	Núm. 46. Enero-Abril
	Núm. 47. Mayo-Agosto
	Núm. 48. Septiembre-Diciembre

	1966
	Núm. 49. Enero-Abril
	Núm. 50. Mayo-Agosto
	Núm. 51. Septiembre-Diciembre

	1967
	Núm. 52. Enero-Abril
	Núm. 53. Mayo-Agosto
	Núm. 54. Septiembre-Diciembre

	1968
	Núm. 55. Enero-Abril
	Núm. 56. Mayo-Agosto
	Núm. 57. Septiembre-Diciembre

	1969
	Núm. 58. Enero-Abril
	Núm. 59. Mayo-Agosto
	Núm. 60. Septiembre-Diciembre


	1970-1979
	1970
	Núm. 61. Enero-Abril
	Núm. 62. Mayo-Agosto
	Núm. 63. Septiembre-Diciembre

	1971
	Núm. 64. Enero-Abril
	Núm. 65. Mayo-Agosto
	Núm. 66. Septiembre-Diciembre

	1972
	Núm. 67. Enero-Abril
	Núm. 68. Mayo-Agosto
	Núm. 69. Septiembre-Diciembre

	1973
	Núm. 70. Enero-Abril
	Núm. 71. Mayo-Agosto
	Núm. 72. Septiembre-Diciembre

	1974
	Núm. 73. Enero-Abril
	Núm. 74. Mayo-Agosto
	Núm. 75. Septiembre-Diciembre

	1975
	Núm. 76. Enero-Abril
	Núm. 77. Mayo-Agosto
	Núm. 78. Septiembre-Diciembre

	1976
	Núm. 79. Enero-Abril
	Núm. 80. Mayo-Agosto
	Núm. 81. Septiembre-Diciembre

	1977
	Núm. 82. Enero-Abril
	Núm. 83. Mayo-Agosto
	Núm. 84. Septiembre-Diciembre

	1978
	Núm. 85. Enero-Abril
	Núm. 86. Mayo-Agosto
	Núm. 87. Septiembre-Diciembre

	1979
	Núm. 88. Enero-Abril
	Núm. 89. Mayo-Agosto
	Núm. 90. Septiembre-Diciembre


	1980-1989
	1980
	Núm. 91. Enero-Abril
	Núm. 92. Mayo-Agosto
	Núm. 93. Septiembre-Diciembre

	1981
	Núm. 94. Enero-Abril
	Núm. 95. Mayo-Agosto
	Núm. 96. Septiembre-Diciembre

	1982
	Núm. 97. Enero-Abril
	Núm. 98. Mayo-Agosto
	Núm. 99. Septiembre-Diciembre

	1983
	Núm. 100. Enero-Diciembre

	1984
	Núm. 103. Enero-Abril
	Núm. 104. Mayo-Agosto
	Núm. 105. Septiembre-Diciembre

	1985
	Núm. 106. Enero-Abril
	Núm. 107. Mayo-Agosto
	Núm. 108. Septiembre-Diciembre

	1986
	Núm. 109. Enero-Abril
	Núm. 110. Mayo-Agosto
	Núm. 111. Septiembre-Diciembre

	1987
	Núm. 112. Enero-Abril
	Núm. 113. Mayo-Agosto
	Núm. 114. Septiembre-Diciembre

	1988
	Núm. 115. Enero-Abril
	Núm. 116. Mayo-Agosto
	Núm. 117. Septiembre-Diciembre

	1989
	Núm. 118. Enero-Abril
	Núm. 119. Mayo-Agosto
	Núm. 120. Septiembre-Diciembre


	1990-1999
	1990
	Núm. 121. Enero-Abril
	Núm. 122. Mayo-Agosto
	Núm. 123. Septiembre-Diciembre

	1991
	Núm. 124. Enero-Abril
	Núm. 125. Mayo-Agosto
	Núm. 126. Septiembre-Diciembre

	1992
	Núm. 127. Enero-Abril
	Núm. 128. Mayo-Agosto
	Núm. 129. Septiembre-Diciembre

	1993
	Núm. 130. Enero-Abril
	Núm. 131. Mayo-Agosto
	Núm. 132. Septiembre-Diciembre

	1994
	Núm. 133. Enero-Abril
	Núm. 134. Mayo-Agosto
	Núm. 135. Septiembre-Diciembre

	1995
	Núm. 136. Enero-Abril
	Núm. 137. Mayo-Agosto
	Núm. 138. Septiembre-Diciembre

	1996
	Núm. 139. Enero-Abril
	Núm. 140. Mayo-Agosto
	Núm. 141. Septiembre-Diciembre

	1997
	Núm. 142. Enero-Abril
	Núm. 143. Mayo-Agosto
	Núm. 144. Septiembre-Diciembre

	1998
	Núm. 145. Enero-Abril
	Núm. 146. Mayo-Agosto
	Núm. 147. Septiembre-Diciembre

	1999
	Núm. 148. Enero-Abril
	Núm. 149. Mayo-Agosto
	Núm. 150. Septiembre-Diciembre


	2000-2003
	2000
	Núm. 151. Enero-Abril
	Núm. 152. Mayo-Agosto
	Núm. 153. Septiembre-Diciembre

	2001
	Núm. 154. Enero-Abril
	Núm. 155. Mayo-Agosto
	Núm. 156. Septiembre-Diciembre

	2002
	Núm. 157. Enero-Abril
	Núm. 158. Mayo-Agosto
	Núm. 159. Septiembre-Diciembre

	2003
	Núm. 160. Enero-Abril
	Núm. 161. Mayo-Agosto
	Núm. 162. Septiembre-Diciembre



	Núm. 116 Mayo-Agosto 1988
	CUBIERTA Y PRIMERAS
	SUMARIO
	ESTUDIOS
	E. García de Enterría. Las Leyes del artículo 150.2 de la Constitución como instrumento de ampliación del ámbito competencial autonómico
	S. Martín-Retortillo. Las nuevas perspectivas de la Administración económica
	E. García-Trevijano Garnica. La licencia de obras en los contratos administrativos
	J. de la Cruz Ferrer. Sobre el control de la discrecionalidad en la potestad reglamentaria

	JURISPRUDENCIA 
	Comentarios monográficos
	A. Embid Irujo. Los principios de la jurisprudencia ordinaria sobre la enseñanza tras la Sentencia del Tribunal Constitucional sobre la LODE
	A. E. de Asís Roig. Tres sentencias sobre la cláusula de precario en Derecho administrativo
	J. M.ª Fernández Pastrana. Régimen jurídico de las especialidades médicas
	T. Quintana López. El Tribunal de Cuentas y la teoría estatutaria del Derecho administrativo

	Notas
	T. Font i Llovet y J. Tornos Mas. Contencioso-administrativo: En general
	R. Entrena Cuesta. Contencioso-administrativo: Personal


	CRÓNICA ADMINISTRATIVA 
	España
	I. Borrajo Iniesta. Apunte sobre la Universidad española y la disciplina del Derecho administrativo
	E. Malaret García. Una aproximación jurídica al sistema español de normalización de productos industriales
	L. A. Pómed Sánchez. Seminario sobre Derecho ambiental comparado en Alicante

	Extranjero
	L. Cortiñas-Peláez. Evaluación de la Administración Pública Federal Mexicana
	A. Ojeda Marín. La Comunidad Europea y el GATT en el moderno sistema de contratación pública


	DOCUMENTOS Y DICTÁMENES
	Traducción: A. Fanlo Loras. Carta-Circular del Primer Ministro francés, Mr. Rocard, a sus Ministros

	BIBLIOGRAFÍA


